
 
 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, veinte (20) de agosto de dos mil veintiuno (2021)  

 

Auto Interlocutorio N° 553 

 

Proceso:  76001 33 33 006 2020 00149 00 

Medio de Control: Ejecutivo   

Demandante: Luz Myriam Martínez Jurado 

notificacionescali@giraldoabogados.com.co 

 

Demandado: Municipio de Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo,  

Cultural, Turístico, Empresarial y de Servicios de Santiago de 

Cali. 

 notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

 roccylatorre@hotmal.com 

  

 

I. OBJETO A DECIDIR 

 

Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el 

apoderado judicial de la entidad demandada Municipio de Santiago de Cali, en 

contra del auto interlocutorio No. 064 del 5 de febrero de 2021, por medio del cual 

el Despacho libró mandamiento de pago.  

 

II. AUTO RECURRIDO 

 

El Despacho mediante auto interlocutorio No. 064 del 5 de febrero de 2021, libró 

mandamiento de pago en favor de la señora Luz Myriam Martínez Jurado y a cargo 

de la entidad demandada Municipio de Santiago de Cali, con base en el título 

ejecutivo contenido en la sentencia Nº 32 adiada 31 de octubre de 2013, proferida 

por este Juzgado, decisión modificada por el Tribunal Contencioso Administrativo 

del Valle del Cauca el 23 de septiembre de 2015.  

 

III. EL RECURSO 

 

La apoderada judicial del ente territorial demandado mediante mensaje dirigido al 

correo electrónico del Despacho, interpone recurso de reposición en contra del 

auto interlocutorio No. 064 del 5 de febrero de 2021, por medio del cual el 

Despacho libró mandamiento de pago, solicitando se revoque1, con fundamento 

en las siguientes razones:  

 

                                         
1 Ver archivo denominado “07 recurso” del expediente digital. 
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1. Señala que en la sentencia presentada como título ejecutivo, no se acompaña 

acto administrativo alguno por parte del Ministerio de Educación Nacional, de 

validación y certificación de la obligación pretendida, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 148 de la ley 1450 de 2011, esto es al saneamiento de deudas del 

personal financiado con recursos del Sistema General de Participaciones, ley 715 

de 2001, por tratarse en este caso, de un título complejo, donde se deben analizar 

en conjunto todos los documentos que lo integran.  

 

2. Argumenta que aunque es claro que se ha condenado al Distrito de Santiago de 

Cali al reconocimiento y pago de la prima de servicios, a la luz de la normatividad 

aplicable, la obligación que deriva de la sentencia emanada del Despacho es de 

hacer, es decir que le compete al ente territorial adelantar los trámites para la 

validación y certificación de la deuda por parte del Ministerio de Educación 

Nacional, luego expedir los actos administrativos de reconocimiento que 

constituyen el título complejo, pero no podrá ordenar satisfacer tal obligación con 

recursos propios sino que la misma debe ser sufragada por la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional con recursos del Sistema General de Participaciones, 

configurándose la falta de configuración del Litis consorcio necesario, por lo que 

dicha entidad debe ser vinculada al proceso ejecutivo, en atención a lo dispuesto 

en el numeral 9 del artículo 100 del Código General del Proceso.  

 

3. Precisa que también se configura la excepción previa de ineptitud de la 

demanda por falta del requisito formal de procedibilidad de la conciliación 

prejudicial, conforme a lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 100 del Código 

General del Proceso en concordancia con los artículos 82, 84 numeral 5 ibídem, el 

artículo 47 de la ley 1551 de 2012 y el artículo 36 de la ley 640 de 2001.  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Procedencia del recurso  

 

Sea lo primero poner de presente que el Consejo de Estado en múltiples 

oportunidades ha señalado que el proceso ejecutivo que se adelanta ante esta 

jurisdicción debe adelantarse conforme a las normas del CGP, toda vez que es en 

ese estatuto donde se encuentra íntegramente reglado2. Al respecto en reciente 

pronunciamiento señaló la referida corporación3: 

 

“En consecuencia, resulta claro que, de acuerdo con la jurisprudencia de esta corporación, los 
procesos ejecutivos cuyo conocimiento esté asignado a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo deben ser tramitados, tanto en primera como en segunda instancia, de conformidad 
con el procedimiento previsto en el CGP, salvo las cuestiones reguladas de forma prevalente en el 

                                         
2 Consejo de Estado. Sección Cuarta, sentencia del 25 de enero de 2018, expediente número 11001-03-15-000-
2017-02814-00, M.P. Dr. Milton Chaves García; Sección Cuarta, sentencia del 12 de diciembre de 2019, 
expediente número 11001-03-15-000-2019-04720-00, M.P. Dr. Julio Roberto Piza Rodríguez; Sentencia del 28 de 
junio de 2019, expediente número 11001-03-15-000-2019-00761-01, M.P. Dr. Hernando Sánchez Sánchez; 
sentencia del 28 de marzo de 2019, expediente número 11001-03-15-000-2018-04383-00(AC), M.P. Dr. Rafael 
Francisco Suárez Vargas; auto del 9 de abril de 2018, expediente número 66001-23-33-000-2016-00137-01 
(60781), M.P. Dra. Marta Nubia Velásquez Rico; auto del 19 de marzo de 2019, expediente número 05001-23-33-
000-2016-00003-01 (62801), M.P. Dra. Martha Nubia Velásquez Rico 
3 Consejo de Estado. Sección Segunda. Providencia del 6 de febrero de 2020. M.P. Rafael Francisco Suarez 
Vargas. Radicado: 05001233300020160231101. 



 
 

 

CPACA, como, por ejemplo, «[…] notificaciones a las partes, providencias que prestan mérito 
ejecutivo, plazos para el pago de sentencias., etc.»” 

 

Advertido lo anterior, se tiene que el artículo 438 del CGP señala los recursos 

procedentes contra el mandamiento de pago, infiriendo de tal contenido normativo 

que contra tal mandamiento no es procedente el recurso de apelación, más sí lo 

es el de reposición. 

 

A la misma conclusión se llegaría si se tuviera en cuenta lo normado en el 

CPACA, por cuanto de conformidad con el artículo 2424 del CPACA el recurso de 

reposición procede contra todos los autos, salvo norma legal en contrario y al 

tenor del artículo 243 ídem5, el auto que libra mandamiento de pago no es 

apelable. 

 

Ahora bien, según lo señalado en el artículo 318 del CGP, cuando se trate de 

autos proferidos por fuera de audiencia, el recurso de reposición debe 

interponerse por escrito dentro de los 3 días siguientes a la notificación del auto. 

 

En ese orden de ideas, se tiene que el mandamiento de pago le fue notificado a la 

entidad demandada el día 4 de mayo de 2021 y el recurso fue incoado el 10 del 

mismo mes y año, lo que en principio podría dar lugar a considerarlo 

extemporáneo, como quiera que los 3 días vencerían el 7 de mayo de 2021. 

 

No obstante, teniendo en cuenta que el artículo 199 del CPACA, modificado por el 

artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, vigente para la fecha en que se profirió el 

mandamiento de pago y se realizó su notificación, señala en torno a la notificación 

del auto admisorio de la demanda y del mandamiento ejecutivo a las entidades 

que “El traslado o los términos que conceda el auto notificado solo se empezarán a 

contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el término 

respectivo empezará a correr a partir del día siguiente”, el Despacho lo tendrá como 

oportuno. 

 

2. Fondo del asunto  

 

El recurso de reposición es el acto procesal a través del cual se hace posible 

atacar el mandamiento de pago, bien para cuestionar aspectos formales del título 

base de ejecución, tal como lo dispone el inciso 2º del artículo 430 del Código 

General del Proceso, o bien para alegar hechos que configuren excepciones 

previas según lo prevé el numeral 3º del artículo 442 ibídem, así:  

 

“Artículo 430 Mandamiento Ejecutivo. (…) 
 

Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición 
contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del 
título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos 
formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en 
el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso.  
 

                                         
4 Modificado por el artículo 61 de la Ley 2080 de 2021. 
5 Modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021 



 
 

 

Artículo 442. Excepciones. La formulación de excepciones se someterá a las siguientes reglas:  
1…  
2…  
3. El beneficio de excusión y los hechos que configuren excepciones previas deberán alegarse 
mediante reposición contra el mandamiento de pago…”  

 

En relación con los aspectos formales del título, el Consejo de Estado ha 

señalado6:  

 

“La distinción entre las condiciones formales y materiales o sustantivas del título ha sido objeto 
de reiterados pronunciamientos de la Sección Tercera. En el auto del 31 de enero de 2008 -exp. 
34.201- sostuvo que las condiciones o requisitos formales del título ejecutivo consisten en 
el hecho de que el documento –si es uno simple, como el título valor- o los documentos –
si se trata de uno complejo- sean auténticos y emanen del deudor o de su causante, de 
una sentencia de condena proferida por una autoridad judicial, de un acto administrativo 
debidamente ejecutoriado –aun cuando esta fuente no está prevista expresamente en el 
artículo 488 del C.P.C.-, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva. Por su parte las 
condiciones o exigencias sustantivas se circunscriben a las señaladas antes: exigibilidad, 

claridad y expresividad: (…)”  (Negrillas del Despacho)  
 

En cuanto a las excepciones previas, el legislador es el que determina los medios 

defensivos que tienen tal naturaleza, no existiendo otros que los enlistados en el 

artículo 100 del Código General del Proceso7, esto es, se trata de causales 

taxativas:  

 

“Artículo 100. Excepciones previas. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá 
proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda:  
 

1. Falta de jurisdicción o de competencia.  
2. Compromiso o cláusula compromisoria.  
3. Inexistencia del demandante o del demandado.  
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado.  
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación 
de pretensiones.  
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, 
curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe 
el demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar.  
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde.  
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto.  
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios.  
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar.  
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue 
demandada”  

 

Con el memorial que da origen al presente pronunciamiento, el extremo ejecutado 

expresa que por tratarse de un título complejo, donde se deben analizar en 

conjunto todos los documentos que lo integran, debió acompañarse acto 

administrativo de validación y certificación de la obligación pretendida expedido 

por el Ministerio de Educación Nacional, conforme a lo dispuesto en el artículo 148 

de la ley 1450 de 2011, cuestionando un aspecto de forma del título base de 

ejecución.  

                                         
6 Consejo de Estado, Sección Tercera Subsección “C”, sentencia del 14 de mayo de 2014, Expediente 33586, 
Consejero ponente: Enrique Gil Botero 
7 LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio, Procedimiento Civil. Parte General. Tomo I, Novena Edición, Editores Dupré, 
Bogotá, Colombia, pág. 930. 



 
 

 

 

Alega además que se configuraron las excepciones previas establecidas en los 

numerales 5º y 9º del artículo 100 del Código General del Proceso, referentes a la 

ineptitud de la demanda por falta del requisito de procedibilidad de la conciliación 

prejudicial y no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios, por 

cuanto no se vinculó a la Nación – Ministerio de Educación Nacional, entidad 

encargada del pago de la obligación contenida en el título ejecutivo.  

 

Pues bien, estima esta agencia judicial que los planteamientos y argumentos a los 

que se aludió en precedencia son pertinentes para los efectos que las 

disposiciones aplicables expresan en punto al recurso de reposición en contra del 

mandamiento ejecutivo, pues cuestionan aspectos de forma del título y supuestos 

que constituyen excepciones previas de las que trata el artículo 100 del Código 

General del Proceso, y, en tal virtud, resulta procedente referirse a ellos.  

 

Con respecto al argumento de la insuficiencia del título por no acompañarse todos 

los documentos que lo componen, al tratarse de un título ejecutivo complejo, el 

Consejo de Estado8 ha indicado en su jurisprudencia:  

 

“Ahora bien, el titulo ejecutivo que habilita la ejecución forzada puede ser simple o complejo, 
según la forma en que se constituya. Es simple cuando la obligación consta en un solo 
documento del que se deriva la obligación clara, expresa y exigible. Y es complejo cuando la 
obligación consta en varios documentos que constituyen una unidad jurídica, en cuanto no 
pueden hacerse valer como título ejecutivo por separado.  
 

En materia de lo contencioso administrativo, el proceso ejecutivo sirva para pedir el cumplimiento 
forzado de las obligaciones a cargo de las entidades públicas que consten, por ejemplo, en los 
actos administrativos ejecutoriados o en las providencias judiciales.  
 

Por regla general, en los procesos ejecutivos que se promueven con fundamento en las 
providencias judiciales, el título ejecutivo es complejo y está conformado por la providencia y el 
acto que expide la administración para cumplirla. En este caso, el proceso ejecutivo se inicia 
porque la sentencia se acató de manera imperfecta. Por excepción, el título ejecutivo es 
simple y se integra únicamente por la sentencia, cuando, por ejemplo, la administración 
no ha proferido el acto para acatar la decisión del juez. En este último caso, la acción 
ejecutiva se promueve porque la sentencia del juez no fue cumplida”.  

 

Se tiene entonces que en el presente asunto, la administración no ha expedido 

acto administrativo de cumplimiento, por lo que, contrario a lo alegado por la 

recurrente, el título base de la ejecución es simple, integrado únicamente por las 

decisiones judiciales, de las que se deriva la obligación clara, expresa y exigible a 

cargo de la entidad pública demandada, como se dejó considerado en la 

providencia recurrida, y no requiere para su ejecución, que se acompañe de 

ningún acto administrativo.  

 

Ello en concordancia con el artículo 297 del CPACA que señala que las sentencias 

debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de 

sumas dinerarias constituyen título ejecutivo, sin condicionarlo a la expedición de 

                                         
8 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección “B”, sentencia del 17 de 
marzo de 2014, Radicación No. 11001-0325-000-2014-00147-00 (0545-14), Consejero ponente: Gerardo Arenas 
Monsalve. 



 
 

 

un acto administrativo que le dé cumplimiento, pues ello impediría que el 

interesado acuda al medio de control ejecutivo en caso de que la entidad 

respectiva se abstenga de realizarlo.  

 

Frente a la vinculación de otras entidades al proceso debe decirse que el 

cumplimiento de la obligación que se ejecuta está a cargo únicamente del 

municipio de Santiago de Cali, por ser la entidad condenada mediante las 

providencias judiciales que constituyen el título ejecutivo, al reconocimiento, 

liquidación y pago de la prima de servicios a la demandante, por lo que la Nación – 

Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

no es sujeto de la relación jurídico procesal en el presente caso, aspecto que en 

todo caso fue resuelto en el proceso declarativo y no es esta la oportunidad 

procesal para su discusión por tratarse de una sentencia ejecutoriada y en firme. 

Así pues, no es necesaria la vinculación de entidad distinta a la que se le impuso 

la obligación del pago de la referida prima de servicios.  

 

Finalmente, no se configura la excepción previa establecida en el numeral 5º del 

artículo 100 del Código General del Proceso, de ineptitud de la demanda por falta 

del requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial, por cuanto el artículo 

47 de la Ley 1551 de 2012 que consagra la obligación de agotar la conciliación 

prejudicial como “requisito de procedibilidad de los procesos ejecutivos que se 

promuevan contra los municipios”, fue declarado condicionalmente exequible por 

la Corte Constitucional a través de sentencia C-533 de 2013, bajo el entendido 

que dicho requisito no opera cuando se trate del cobro ejecutivo de acreencias 

laborales, como en el caso de marras, para lo cual se señaló en dicha providencia: 

 

“Declarar EXEQUIBLE los apartes acusados del artículo 47 de la Ley 1551 de 2012, ‘por la cual se 
dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios’, bajo el 
entendido de que el requisito de la conciliación prejudicial no puede ser exigido, cuando los 
trabajadores tengan acreencias laborales a su favor, susceptibles de ser reclamadas a los 
municipios mediante un proceso ejecutivo”. (Se resalta). 

 

De conformidad con lo analizado y en ausencia de otros argumentos de disenso 

que soporten el recurso objeto de estudio, estima esta agencia judicial que no le 

asiste razón a la recurrente, lo cual conduce a que esta oficina judicial no reponga 

el auto recurrido. 

 

Por otra parte, teniendo en cuenta que en el archivo 08 del expediente digital obra 

contestación oportuna de la demanda ejecutiva, en la cual se propuso 

excepciones de mérito, al tenor de lo dispuesto en el artículo 443 del CGP se 

dispondrá correr traslado de las mismas al ejecutante por el término de diez (10) 

días. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

Primero. NO REPONER el auto interlocutorio No. 064 del 5 de febrero de 2021, 

por medio del cual se libró mandamiento de pago a favor de la ejecutante y a 



 
 

 

cargo del municipio de Santiago de Cali, por las razones indicadas en la parte 

considerativa de este proveído. 

 

Segundo. CORRER traslado de las excepciones propuestas por la ejecutada, por 

el término de diez (10) días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 443 del 

CGP.  

 

Tercero. RECONOCER personería judicial para representar a la parte demandada 

a la abogada ROCCY STEFANNY LATORRE PEDRAZA, identificada con C.C. Nº 

1.113.643.371 y T.P. Nº 221.391 del C. S. de la J, en los términos del poder 

conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 

DPGZ 

 

 

Firmado Por: 

 

Julian Andres Velasco Alban 

Juez 

Oral 006 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 86e0bb0fedff0f724444b95a33136fe7728d8dc875e1ba1cb39e002904922e31 

Documento generado en 20/08/2021 01:32:55 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, veinte (20) de agosto de dos mil veintiuno (2021)  
 

Auto de Sustanciación N° 706 
 
Proceso   : 76001 33 33 006 2020 00154 00 
Medio de Control  : Ejecutivo 
Demandante   : Adíela Gómez Orozco 
      notificacionescali@giraldoabogados.com.co 
Demandado : Municipio de Santiago de Cali  
  angieca1408@hotmail.com  
  notificacionesjudiciales@cali.gov.co 
 
 
Teniendo en cuenta las excepciones de mérito propuestas por la entidad 

demandada en el presente asunto1, de la cuales corrió traslado por el término de 

diez (10) días mediante auto No. 597 del 28 de julio de 20212, el Despacho 

procederá a dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 443 del Código General 

del Proceso y en consecuencia citar a las partes a la audiencia3 de que trata el 

artículo 372 del mismo estatuto, la cual se hará de manera virtual a través de la 

plataforma LIFESIZE. 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 7º del decreto 806 de 2020, un 

empleado del Despacho se comunicará previamente con las partes y la señora 

representante del Ministerio Público, a efectos de realizar las coordinaciones 

pertinentes, poner en conocimiento el protocolo para la realización de la audiencia, 

así como concertar una herramienta tecnológica distinta en caso de ser necesario.  

 

Se advierte a las partes que las invitaciones, remisión de memoriales, tales como 

poderes y sustitución de poderes que se pretendan aportar en la respectiva 

audiencia, y demás actos de coordinación para la realización de la audiencia se 

harán a través de las direcciones de correo electrónico registradas previamente en 

el expediente; en caso de haberse cambiado la dirección electrónica por 

cualquiera de las partes, el apoderado o la apoderada que la represente deberá 

comunicarlo por escrito al Despacho antes de la realización de la audiencia virtual. 

 

En consecuencia se,  

 

RESUELVE    

                     
1 Archivo “08 contestación” del expediente digital. 
2 Archivo 12 del expediente digital. 
3 El Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, mediante providencia del 19 de septiembre de 
2018 (proceso ejecutivo Rad. 7600133330062016-00215-00 Marina Villareal López vs UGPP) determinó que 
en aquellos casos donde el ejecutado propone excepciones de mérito, incluso aquellas distintas de las 
taxativamente descritas en el artículo 442 del CGP, debe disponerse impartirle el trámite al que alude el art. 
443 ibídem y resolverse en audiencia, a efectos de ser garantistas con las partes intervinientes. 
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Primero: FIJAR FECHA para el diez (10) de noviembre de 2021 a las nueve de la 

mañana (9:00 a.m.), con el fin de llevar a cabo la audiencia de la que trata el 

artículo 372 del C.G.P. 

 

Segundo: De conformidad con lo establecido en el artículo 7º del citado decreto, 

AUTORIZAR a un empleado del Despacho para que se comunique previamente 

con las partes y la señora representante del Ministerio Público, a efectos de 

realizar las coordinaciones pertinentes, poner en conocimiento el protocolo para la 

realización de la audiencia, así como concertar una herramienta tecnológica 

distinta en caso de ser necesario. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

    JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

Juez 

 
Aol 

 
 

Firmado Por: 
 

Julian Andres Velasco Alban 
Juez 

Oral 006 
Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
 

Código de verificación: 1ce14fd8ea2081b72d1c119326f742946a4e7f1bf4a3a7405457aab9579f9e83 
Documento generado en 20/08/2021 01:42:17 PM 

 
Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 

 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CIRCUITO DE CALI 
 
Santiago de Cali, veinte (20) de agosto de dos mil veintiuno (2021)  
 

Auto de Sustanciación N° 707 
 
Proceso   : 76001 33 33 006 2020 00155 00 
Medio de Control  : Ejecutivo 
Demandante   : Esnelly de Jesús Muñoz 
      notificacionescali@giraldoabogados.com.co 
Demandado : Municipio de Santiago de Cali  
  angieca1408@hotmail.com  
  notificacionesjudiciales@cali.gov.co 
 
 
Teniendo en cuenta las excepciones de mérito propuestas por la entidad 

demandada1, de la cuales corrió traslado por el término de diez (10) días mediante 

auto No. 598 del 28 de julio de 20212, el Despacho procederá a dar cumplimiento 

a lo dispuesto en el artículo 443 del Código General del Proceso y en 

consecuencia citar a las partes a la audiencia3 de que trata el artículo 372 del 

mismo estatuto, la cual se hará de manera virtual a través de la plataforma 

LIFESIZE.  

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 7º del decreto 806 de 2020, un 

empleado del Despacho se comunicará previamente con las partes y la señora 

representante del Ministerio Público, a efectos de realizar las coordinaciones 

pertinentes, poner en conocimiento el protocolo para la realización de la audiencia, 

así como concertar una herramienta tecnológica distinta en caso de ser necesario.  

 

Se advierte a las partes que las invitaciones, remisión de memoriales, tales como 

poderes y sustitución de poderes que se pretendan aportar en la respectiva 

audiencia, y demás actos de coordinación para la realización de la audiencia se 

harán a través de las direcciones de correo electrónico registradas previamente en 

el expediente; en caso de haberse cambiado la dirección electrónica por 

cualquiera de las partes, el apoderado o la apoderada que la represente deberá 

comunicarlo por escrito al Despacho antes de la realización de la audiencia virtual. 

 

En consecuencia se,  

 

                     
1 Archivo “07 contestación” del expediente digital 
2 Archivo 11 del expediente digital. 
3 El Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, mediante providencia del 19 de 
septiembre de 2018 (proceso ejecutivo Rad. 7600133330062016-00215-00 Marina Villareal López 
vs UGPP) determinó que en aquellos casos donde el ejecutado propone excepciones de mérito, 
incluso aquellas distintas de las taxativamente descritas en el artículo 442 del CGP, debe 
disponerse impartirle el trámite al que alude el art. 443 ibídem y resolverse en audiencia, a efectos 
de ser garantistas con las partes intervinientes. 

mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:angieca1408@hotmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co


 

RESUELVE    

 

 

Primero: FIJAR FECHA para el día diez (10) de noviembre de 2021 a las diez y 

treinta de la mañana (10:30 a.m.), con el fin de llevar a cabo la audiencia de la que 

trata el artículo 372 del C.G.P. 

 

Segundo: De conformidad con lo establecido en el artículo 7º del citado decreto, 

AUTORIZAR a un empleado del Despacho para que se comunique previamente 

con las partes y la señora representante del Ministerio Público, a efectos de 

realizar las coordinaciones pertinentes, poner en conocimiento el protocolo para la 

realización de la audiencia, así como concertar una herramienta tecnológica 

distinta en caso de ser necesario. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

    JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

Juez 

 
Aol 
 

 
 

Firmado Por: 
 

Julian Andres Velasco Alban 
Juez 

Oral 006 
Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 
Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 
Código de verificación: aea348be7b408eb227faefa1833d7c2a2cc70c20f6938482aed388150223cdf7 

Documento generado en 20/08/2021 01:42:20 PM 
 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 



 
 

 
JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, veinte (20) de agosto de dos mil veintiuno (2021)  

 

Auto Interlocutorio N° 554 

 

Proceso:  76001 33 33 006 2020 00163 00 

Medio de Control: Ejecutivo   

Demandante: Neffer Anias Mancilla González 

notificacionescali@giraldoabogados.com.co 

 

Demandado: Municipio de Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo,  

Cultural, Turístico, Empresarial y de Servicios de Santiago de 

Cali. 

 notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

 roccylatorre@hotmal.com 

  

 

I. OBJETO A DECIDIR 

 

Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el 

apoderado judicial de la entidad demandada Municipio de Santiago de Cali, en 

contra del auto interlocutorio No. 072 del 5 de febrero de 2021, por medio del cual 

el Despacho libró mandamiento de pago.  

 

II. AUTO RECURRIDO 

 

El Despacho mediante auto interlocutorio No. 072 del 5 de febrero de 2021, libró 

mandamiento de pago en favor de Neffer Anais Mancilla González y a cargo de la 

entidad demandada Municipio de Santiago de Cali, con base en el título ejecutivo 

contenido en la sentencia Nº 03 adiada 24 de enero de 2014, proferida por este 

Juzgado, decisión confirmada por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle 

del Cauca el 2 de septiembre de 2014.  

 

III. EL RECURSO 

 

La apoderada judicial del ente territorial demandado mediante mensaje dirigido al 

correo electrónico del Despacho, interpone recurso de reposición en contra del 

auto interlocutorio No. 072 del 5 de febrero de 2021, por medio del cual el 

Despacho libró mandamiento de pago, solicitando se revoque1, con fundamento 

en las siguientes razones:  

 

                                         
1 Ver archivo denominado “07 recurso” del expediente digital. 
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1. Señala que en la sentencia presentada como título ejecutivo, no se acompaña 

acto administrativo alguno por parte del Ministerio de Educación Nacional, de 

validación y certificación de la obligación pretendida, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 148 de la ley 1450 de 2011, esto es al saneamiento de deudas del 

personal financiado con recursos del Sistema General de Participaciones, ley 715 

de 2001, por tratarse en este caso, de un título complejo, donde se deben analizar 

en conjunto todos los documentos que lo integran.  

 

2. Argumenta que aunque es claro que se ha condenado al Distrito de Santiago de 

Cali al reconocimiento y pago de la prima de servicios, a la luz de la normatividad 

aplicable, la obligación que deriva de la sentencia emanada del Despacho es de 

hacer, es decir que le compete al ente territorial adelantar los trámites para la 

validación y certificación de la deuda por parte del Ministerio de Educación 

Nacional, luego expedir los actos administrativos de reconocimiento que 

constituyen el título complejo, pero no podrá ordenar satisfacer tal obligación con 

recursos propios sino que la misma debe ser sufragada por la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional con recursos del Sistema General de Participaciones, 

configurándose la falta de configuración del Litis consorcio necesario, por lo que 

dicha entidad debe ser vinculada al proceso ejecutivo, en atención a lo dispuesto 

en el numeral 9 del artículo 100 del Código General del Proceso.  

 

3. Precisa que también se configura la excepción previa de ineptitud de la 

demanda por falta del requisito formal de procedibilidad de la conciliación 

prejudicial, conforme a lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 100 del Código 

General del Proceso en concordancia con los artículos 82, 84 numeral 5 ibídem, el 

artículo 47 de la ley 1551 de 2012 y el artículo 36 de la ley 640 de 2001.  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Procedencia del recurso  

 

Sea lo primero poner de presente que el Consejo de Estado en múltiples 

oportunidades ha señalado que el proceso ejecutivo que se adelanta ante esta 

jurisdicción debe adelantarse conforme a las normas del CGP, toda vez que es en 

ese estatuto donde se encuentra íntegramente reglado2. Al respecto en reciente 

pronunciamiento señaló la referida corporación3: 

 

“En consecuencia, resulta claro que, de acuerdo con la jurisprudencia de esta corporación, los 
procesos ejecutivos cuyo conocimiento esté asignado a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo deben ser tramitados, tanto en primera como en segunda instancia, de conformidad 
con el procedimiento previsto en el CGP, salvo las cuestiones reguladas de forma prevalente en el 

                                         
2 Consejo de Estado. Sección Cuarta, sentencia del 25 de enero de 2018, expediente número 11001-03-15-000-
2017-02814-00, M.P. Dr. Milton Chaves García; Sección Cuarta, sentencia del 12 de diciembre de 2019, 
expediente número 11001-03-15-000-2019-04720-00, M.P. Dr. Julio Roberto Piza Rodríguez; Sentencia del 28 de 
junio de 2019, expediente número 11001-03-15-000-2019-00761-01, M.P. Dr. Hernando Sánchez Sánchez; 
sentencia del 28 de marzo de 2019, expediente número 11001-03-15-000-2018-04383-00(AC), M.P. Dr. Rafael 
Francisco Suárez Vargas; auto del 9 de abril de 2018, expediente número 66001-23-33-000-2016-00137-01 
(60781), M.P. Dra. Marta Nubia Velásquez Rico; auto del 19 de marzo de 2019, expediente número 05001-23-33-
000-2016-00003-01 (62801), M.P. Dra. Martha Nubia Velásquez Rico 
3 Consejo de Estado. Sección Segunda. Providencia del 6 de febrero de 2020. M.P. Rafael Francisco Suarez 
Vargas. Radicado: 05001233300020160231101. 



 
 

 

CPACA, como, por ejemplo, «[…] notificaciones a las partes, providencias que prestan mérito 
ejecutivo, plazos para el pago de sentencias., etc.»” 

 

Advertido lo anterior, se tiene que el artículo 438 del CGP señala los recursos 

procedentes contra el mandamiento de pago, infiriendo de tal contenido normativo 

que contra tal mandamiento no es procedente el recurso de apelación, más sí lo 

es el de reposición. 

 

A la misma conclusión se llegaría si se tuviera en cuenta lo normado en el 

CPACA, por cuanto de conformidad con el artículo 2424 del CPACA el recurso de 

reposición procede contra todos los autos, salvo norma legal en contrario y al 

tenor del artículo 243 ídem5, el auto que libra mandamiento de pago no es 

apelable. 

 

Ahora bien, según lo señalado en el artículo 318 del CGP, cuando se trate de 

autos proferidos por fuera de audiencia, el recurso de reposición debe 

interponerse por escrito dentro de los 3 días siguientes a la notificación del auto. 

 

En ese orden de ideas, se tiene que el mandamiento de pago le fue notificado a la 

entidad demandada el día 10 de mayo de 2021 y el recurso fue incoado el 18 del 

mismo mes y año, lo que en principio podría dar lugar a considerarlo 

extemporáneo, como quiera que los 3 días vencerían el 13 de mayo de 2021. 

 

No obstante, teniendo en cuenta que el artículo 199 del CPACA, modificado por el 

artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, vigente para la fecha en que se profirió el 

mandamiento de pago y se realizó su notificación, señala en torno a la notificación 

del auto admisorio de la demanda y del mandamiento ejecutivo a las entidades 

que “El traslado o los términos que conceda el auto notificado solo se empezarán a 

contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el término 

respectivo empezará a correr a partir del día siguiente”, el Despacho lo tendrá como 

oportuno. 

 

2. Fondo del asunto  

 

El recurso de reposición es el acto procesal a través del cual se hace posible 

atacar el mandamiento de pago, bien para cuestionar aspectos formales del título 

base de ejecución, tal como lo dispone el inciso 2º del artículo 430 del Código 

General del Proceso, o bien para alegar hechos que configuren excepciones 

previas según lo prevé el numeral 3º del artículo 442 ibídem, así:  

 

“Artículo 430 Mandamiento Ejecutivo. (…) 
 

Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición 
contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del 
título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos 
formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en 
el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso.  
 

                                         
4 Modificado por el artículo 61 de la Ley 2080 de 2021. 
5 Modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021 



 
 

 

Artículo 442. Excepciones. La formulación de excepciones se someterá a las siguientes reglas:  
1…  
2…  
3. El beneficio de excusión y los hechos que configuren excepciones previas deberán alegarse 
mediante reposición contra el mandamiento de pago…”  

 

En relación con los aspectos formales del título, el Consejo de Estado ha 

señalado6:  

 

“La distinción entre las condiciones formales y materiales o sustantivas del título ha sido objeto 
de reiterados pronunciamientos de la Sección Tercera. En el auto del 31 de enero de 2008 -exp. 
34.201- sostuvo que las condiciones o requisitos formales del título ejecutivo consisten en 
el hecho de que el documento –si es uno simple, como el título valor- o los documentos –
si se trata de uno complejo- sean auténticos y emanen del deudor o de su causante, de 
una sentencia de condena proferida por una autoridad judicial, de un acto administrativo 
debidamente ejecutoriado –aun cuando esta fuente no está prevista expresamente en el 
artículo 488 del C.P.C.-, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva. Por su parte las 
condiciones o exigencias sustantivas se circunscriben a las señaladas antes: exigibilidad, 

claridad y expresividad: (…)”  (Negrillas del Despacho)  
 

En cuanto a las excepciones previas, el legislador es el que determina los medios 

defensivos que tienen tal naturaleza, no existiendo otros que los enlistados en el 

artículo 100 del Código General del Proceso7, esto es, se trata de causales 

taxativas:  

 

“Artículo 100. Excepciones previas. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá 
proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda:  
 

1. Falta de jurisdicción o de competencia.  
2. Compromiso o cláusula compromisoria.  
3. Inexistencia del demandante o del demandado.  
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado.  
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación 
de pretensiones.  
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, 
curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe 
el demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar.  
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde.  
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto.  
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios.  
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar.  
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue 
demandada”  

 

Con el memorial que da origen al presente pronunciamiento, el extremo ejecutado 

expresa que por tratarse de un título complejo, donde se deben analizar en 

conjunto todos los documentos que lo integran, debió acompañarse acto 

administrativo de validación y certificación de la obligación pretendida expedido 

por el Ministerio de Educación Nacional, conforme a lo dispuesto en el artículo 148 

de la ley 1450 de 2011, cuestionando un aspecto de forma del título base de 

ejecución.  

                                         
6 Consejo de Estado, Sección Tercera Subsección “C”, sentencia del 14 de mayo de 2014, Expediente 33586, 
Consejero ponente: Enrique Gil Botero 
7 LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio, Procedimiento Civil. Parte General. Tomo I, Novena Edición, Editores Dupré, 
Bogotá, Colombia, pág. 930. 



 
 

 

 

Alega además que se configuraron las excepciones previas establecidas en los 

numerales 5º y 9º del artículo 100 del Código General del Proceso, referentes a la 

ineptitud de la demanda por falta del requisito de procedibilidad de la conciliación 

prejudicial y no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios, por 

cuanto no se vinculó a la Nación – Ministerio de Educación Nacional, entidad 

encargada del pago de la obligación contenida en el título ejecutivo.  

 

Pues bien, estima esta agencia judicial que los planteamientos y argumentos a los 

que se aludió en precedencia son pertinentes para los efectos que las 

disposiciones aplicables expresan en punto al recurso de reposición en contra del 

mandamiento ejecutivo, pues cuestionan aspectos de forma del título y supuestos 

que constituyen excepciones previas de las que trata el artículo 100 del Código 

General del Proceso, y, en tal virtud, resulta procedente referirse a ellos.  

 

Con respecto al argumento de la insuficiencia del título por no acompañarse todos 

los documentos que lo componen, al tratarse de un título ejecutivo complejo, el 

Consejo de Estado8 ha indicado en su jurisprudencia:  

 

“Ahora bien, el titulo ejecutivo que habilita la ejecución forzada puede ser simple o complejo, 
según la forma en que se constituya. Es simple cuando la obligación consta en un solo 
documento del que se deriva la obligación clara, expresa y exigible. Y es complejo cuando la 
obligación consta en varios documentos que constituyen una unidad jurídica, en cuanto no 
pueden hacerse valer como título ejecutivo por separado.  
 

En materia de lo contencioso administrativo, el proceso ejecutivo sirva para pedir el cumplimiento 
forzado de las obligaciones a cargo de las entidades públicas que consten, por ejemplo, en los 
actos administrativos ejecutoriados o en las providencias judiciales.  
 

Por regla general, en los procesos ejecutivos que se promueven con fundamento en las 
providencias judiciales, el título ejecutivo es complejo y está conformado por la providencia y el 
acto que expide la administración para cumplirla. En este caso, el proceso ejecutivo se inicia 
porque la sentencia se acató de manera imperfecta. Por excepción, el título ejecutivo es 
simple y se integra únicamente por la sentencia, cuando, por ejemplo, la administración 
no ha proferido el acto para acatar la decisión del juez. En este último caso, la acción 
ejecutiva se promueve porque la sentencia del juez no fue cumplida”.  

 

Se tiene entonces que en el presente asunto, la administración no ha expedido 

acto administrativo de cumplimiento, por lo que, contrario a lo alegado por la 

recurrente, el título base de la ejecución es simple, integrado únicamente por las 

decisiones judiciales, de las que se deriva la obligación clara, expresa y exigible a 

cargo de la entidad pública demandada, como se dejó considerado en la 

providencia recurrida, y no requiere para su ejecución, que se acompañe de 

ningún acto administrativo.  

 

Ello en concordancia con el artículo 297 del CPACA que señala que las sentencias 

debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de 

sumas dinerarias constituyen título ejecutivo, sin condicionarlo a la expedición de 

                                         
8 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección “B”, sentencia del 17 de 
marzo de 2014, Radicación No. 11001-0325-000-2014-00147-00 (0545-14), Consejero ponente: Gerardo Arenas 
Monsalve. 



 
 

 

un acto administrativo que le dé cumplimiento, pues ello impediría que el 

interesado acuda al medio de control ejecutivo en caso de que la entidad 

respectiva se abstenga de realizarlo.  

 

Frente a la vinculación de otras entidades al proceso debe decirse que el 

cumplimiento de la obligación que se ejecuta está a cargo únicamente del 

municipio de Santiago de Cali, por ser la entidad condenada mediante las 

providencias judiciales que constituyen el título ejecutivo, al reconocimiento, 

liquidación y pago de la prima de servicios a la demandante, por lo que la Nación – 

Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

no es sujeto de la relación jurídico procesal en el presente caso, aspecto que en 

todo caso fue resuelto en el proceso declarativo y no es esta la oportunidad 

procesal para su discusión por tratarse de una sentencia ejecutoriada y en firme. 

Así pues, no es necesaria la vinculación de entidad distinta a la que se le impuso 

la obligación del pago de la referida prima de servicios.  

 

Finalmente, no se configura la excepción previa establecida en el numeral 5º del 

artículo 100 del Código General del Proceso, de ineptitud de la demanda por falta 

del requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial, por cuanto el artículo 

47 de la Ley 1551 de 2012 que consagra la obligación de agotar la conciliación 

prejudicial como “requisito de procedibilidad de los procesos ejecutivos que se 

promuevan contra los municipios”, fue declarado condicionalmente exequible por 

la Corte Constitucional a través de sentencia C-533 de 2013, bajo el entendido 

que dicho requisito no opera cuando se trate del cobro ejecutivo de acreencias 

laborales, como en el caso de marras, para lo cual se señaló en dicha providencia: 

 

“Declarar EXEQUIBLE los apartes acusados del artículo 47 de la Ley 1551 de 2012, ‘por la cual se 
dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios’, bajo el 
entendido de que el requisito de la conciliación prejudicial no puede ser exigido, cuando los 
trabajadores tengan acreencias laborales a su favor, susceptibles de ser reclamadas a los 
municipios mediante un proceso ejecutivo”. (Se resalta). 

 

De conformidad con lo analizado y en ausencia de otros argumentos de disenso 

que soporten el recurso objeto de estudio, estima esta agencia judicial que no le 

asiste razón a la recurrente, lo cual conduce a que esta oficina judicial no reponga 

el auto recurrido. 

 

Por otra parte, teniendo en cuenta que en el archivo 08 del expediente digital obra 

contestación oportuna de la demanda ejecutiva, en la cual se propuso 

excepciones de mérito, al tenor de lo dispuesto en el artículo 443 del CGP se 

dispondrá correr traslado de las mismas al ejecutante por el término de diez (10) 

días. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

Primero. NO REPONER el auto interlocutorio No. 072 del 5 de febrero de 2021, 

por medio del cual se libró mandamiento de pago a favor de la ejecutante y a 



 
 

 

cargo del municipio de Santiago de Cali, por las razones indicadas en la parte 

considerativa de este proveído. 

 

Segundo. CORRER traslado de las excepciones propuestas por la ejecutada, por 

el término de diez (10) días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 443 del 

CGP.  

 

Tercero. RECONOCER personería judicial para representar a la parte demandada 

a la abogada ROCCY STEFANNY LATORRE PEDRAZA, identificada con C.C. Nº 

1.113.643.371 y T.P. Nº 221.391 del C. S. de la J, en los términos del poder 

conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

JUEZ 
 

Aol 

 

 

Firmado Por: 

 

Julian Andres Velasco Alban 

Juez 

Oral 006 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, veinte (20) de agosto de dos mil veintiuno (2021)  

 

Auto Interlocutorio N° 555 

 

Proceso:  76001 33 33 006 2020 00164 00 

Medio de Control: Ejecutivo   

Demandante: María Elsa Oviedo Montañez 

notificacionescali@giraldoabogados.com.co 

 

Demandado: Municipio de Santiago de Cali, hoy Distrito Especial, Deportivo,  

Cultural, Turístico, Empresarial y de Servicios de Santiago de 

Cali. 

 notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

 william_dgm@hotmal.com 

  

 

I. OBJETO A DECIDIR 

 

Procede el Despacho a resolver el recurso de reposición interpuesto por el 

apoderado judicial de la entidad demandada Municipio de Santiago de Cali, en 

contra del auto interlocutorio No. 073 del 5 de febrero de 2021, por medio del cual 

el Despacho libró mandamiento de pago.  

 

II. AUTO RECURRIDO 

 

El Despacho mediante auto interlocutorio No. 073 del 5 de febrero de 2021, libró 

mandamiento de pago en favor de la señora María Elsa Oviedo Montañez y a 

cargo de la entidad demandada Municipio de Santiago de Cali, con base en el 

título ejecutivo contenido en la sentencia Nº 06 adiada 24 de enero de 2014, 

proferida por este Juzgado, decisión modificada por el Tribunal Contencioso 

Administrativo del Valle del Cauca el 25 de enero de 2016.  

 

III. EL RECURSO 

 

El apoderado judicial del ente territorial demandado mediante mensaje dirigido al 

correo electrónico del Despacho, interpone recurso de reposición en contra del 

auto interlocutorio No. 073 del 5 de febrero de 2021, por medio del cual el 

Despacho libró mandamiento de pago, solicitando se revoque1, con fundamento 

en las siguientes razones:  

 

                                         
1 Ver archivo denominado “08 recurso” del expediente digital. 

mailto:notificacionescali@giraldoabogados.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@cali.gov.co


 
 

 

1. Señala que en la sentencia presentada como título ejecutivo, no se acompaña 

acto administrativo alguno por parte del Ministerio de Educación Nacional, de 

validación y certificación de la obligación pretendida, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 148 de la ley 1450 de 2011, esto es al saneamiento de deudas del 

personal financiado con recursos del Sistema General de Participaciones, ley 715 

de 2001, por tratarse en este caso, de un título complejo, donde se deben analizar 

en conjunto todos los documentos que lo integran.  

 

2. Argumenta que aunque es claro que se ha condenado al Distrito de Santiago de 

Cali al reconocimiento y pago de la prima de servicios, a la luz de la normatividad 

aplicable, la obligación que deriva de la sentencia emanada del Despacho es de 

hacer, es decir que le compete al ente territorial adelantar los trámites para la 

validación y certificación de la deuda por parte del Ministerio de Educación 

Nacional, luego expedir los actos administrativos de reconocimiento que 

constituyen el título complejo, pero no podrá ordenar satisfacer tal obligación con 

recursos propios sino que la misma debe ser sufragada por la Nación – Ministerio 

de Educación Nacional con recursos del Sistema General de Participaciones, 

configurándose la falta de configuración del Litis consorcio necesario, por lo que 

dicha entidad debe ser vinculada al proceso ejecutivo, en atención a lo dispuesto 

en el numeral 9 del artículo 100 del Código General del Proceso.  

 

3. Precisa que también se configura la excepción previa de ineptitud de la 

demanda por falta del requisito formal de procedibilidad de la conciliación 

prejudicial, conforme a lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 100 del Código 

General del Proceso en concordancia con los artículos 82, 84 numeral 5 ibídem, el 

artículo 47 de la ley 1551 de 2012 y el artículo 36 de la ley 640 de 2001.  

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. Procedencia del recurso  

 

Sea lo primero poner de presente que el Consejo de Estado en múltiples 

oportunidades ha señalado que el proceso ejecutivo que se adelanta ante esta 

jurisdicción debe adelantarse conforme a las normas del CGP, toda vez que es en 

ese estatuto donde se encuentra íntegramente reglado2. Al respecto en reciente 

pronunciamiento señaló la referida corporación3: 

 

“En consecuencia, resulta claro que, de acuerdo con la jurisprudencia de esta corporación, los 
procesos ejecutivos cuyo conocimiento esté asignado a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo deben ser tramitados, tanto en primera como en segunda instancia, de conformidad 
con el procedimiento previsto en el CGP, salvo las cuestiones reguladas de forma prevalente en el 

                                         
2 Consejo de Estado. Sección Cuarta, sentencia del 25 de enero de 2018, expediente número 11001-03-15-000-
2017-02814-00, M.P. Dr. Milton Chaves García; Sección Cuarta, sentencia del 12 de diciembre de 2019, 
expediente número 11001-03-15-000-2019-04720-00, M.P. Dr. Julio Roberto Piza Rodríguez; Sentencia del 28 de 
junio de 2019, expediente número 11001-03-15-000-2019-00761-01, M.P. Dr. Hernando Sánchez Sánchez; 
sentencia del 28 de marzo de 2019, expediente número 11001-03-15-000-2018-04383-00(AC), M.P. Dr. Rafael 
Francisco Suárez Vargas; auto del 9 de abril de 2018, expediente número 66001-23-33-000-2016-00137-01 
(60781), M.P. Dra. Marta Nubia Velásquez Rico; auto del 19 de marzo de 2019, expediente número 05001-23-33-
000-2016-00003-01 (62801), M.P. Dra. Martha Nubia Velásquez Rico 
3 Consejo de Estado. Sección Segunda. Providencia del 6 de febrero de 2020. M.P. Rafael Francisco Suarez 
Vargas. Radicado: 05001233300020160231101. 



 
 

 

CPACA, como, por ejemplo, «[…] notificaciones a las partes, providencias que prestan mérito 
ejecutivo, plazos para el pago de sentencias., etc.»” 

 

Advertido lo anterior, se tiene que el artículo 438 del CGP señala los recursos 

procedentes contra el mandamiento de pago, infiriendo de tal contenido normativo 

que contra tal mandamiento no es procedente el recurso de apelación, más sí lo 

es el de reposición. 

 

A la misma conclusión se llegaría si se tuviera en cuenta lo normado en el 

CPACA, por cuanto de conformidad con el artículo 2424 del CPACA el recurso de 

reposición procede contra todos los autos, salvo norma legal en contrario y al 

tenor del artículo 243 ídem5, el auto que libra mandamiento de pago no es 

apelable. 

 

Ahora bien, según lo señalado en el artículo 318 del CGP, cuando se trate de 

autos proferidos por fuera de audiencia, el recurso de reposición debe 

interponerse por escrito dentro de los 3 días siguientes a la notificación del auto. 

 

En ese orden de ideas, se tiene que el mandamiento de pago le fue notificado a la 

entidad demandada el día 10 de mayo de 2021 y el recurso fue incoado el 14 del 

mismo mes y año, lo que en principio podría dar lugar a considerarlo 

extemporáneo, como quiera que los 3 días vencerían el 13 de mayo de 2021. 

 

No obstante, teniendo en cuenta que el artículo 199 del CPACA, modificado por el 

artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, vigente para la fecha en que se profirió el 

mandamiento de pago y se realizó su notificación, señala en torno a la notificación 

del auto admisorio de la demanda y del mandamiento ejecutivo a las entidades 

que “El traslado o los términos que conceda el auto notificado solo se empezarán a 

contabilizar a los dos (2) días hábiles siguientes al del envío del mensaje y el término 

respectivo empezará a correr a partir del día siguiente”, el Despacho lo tendrá como 

oportuno. 

 

2. Fondo del asunto  

 

El recurso de reposición es el acto procesal a través del cual se hace posible 

atacar el mandamiento de pago, bien para cuestionar aspectos formales del título 

base de ejecución, tal como lo dispone el inciso 2º del artículo 430 del Código 

General del Proceso, o bien para alegar hechos que configuren excepciones 

previas según lo prevé el numeral 3º del artículo 442 ibídem, así:  

 

“Artículo 430 Mandamiento Ejecutivo. (…) 
 

Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición 
contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del 
título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos 
formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en 
el auto que ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso.  
 

                                         
4 Modificado por el artículo 61 de la Ley 2080 de 2021. 
5 Modificado por el artículo 62 de la Ley 2080 de 2021 



 
 

 

Artículo 442. Excepciones. La formulación de excepciones se someterá a las siguientes reglas:  
1…  
2…  
3. El beneficio de excusión y los hechos que configuren excepciones previas deberán alegarse 
mediante reposición contra el mandamiento de pago…”  

 

En relación con los aspectos formales del título, el Consejo de Estado ha 

señalado6:  

 

“La distinción entre las condiciones formales y materiales o sustantivas del título ha sido objeto 
de reiterados pronunciamientos de la Sección Tercera. En el auto del 31 de enero de 2008 -exp. 
34.201- sostuvo que las condiciones o requisitos formales del título ejecutivo consisten en 
el hecho de que el documento –si es uno simple, como el título valor- o los documentos –
si se trata de uno complejo- sean auténticos y emanen del deudor o de su causante, de 
una sentencia de condena proferida por una autoridad judicial, de un acto administrativo 
debidamente ejecutoriado –aun cuando esta fuente no está prevista expresamente en el 
artículo 488 del C.P.C.-, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva. Por su parte las 
condiciones o exigencias sustantivas se circunscriben a las señaladas antes: exigibilidad, 

claridad y expresividad: (…)”  (Negrillas del Despacho)  
 

En cuanto a las excepciones previas, el legislador es el que determina los medios 

defensivos que tienen tal naturaleza, no existiendo otros que los enlistados en el 

artículo 100 del Código General del Proceso7, esto es, se trata de causales 

taxativas:  

 

“Artículo 100. Excepciones previas. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá 
proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda:  
 

1. Falta de jurisdicción o de competencia.  
2. Compromiso o cláusula compromisoria.  
3. Inexistencia del demandante o del demandado.  
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado.  
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación 
de pretensiones.  
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, 
curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe 
el demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar.  
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde.  
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto.  
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios.  
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar.  
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue 
demandada”  

 

Con el memorial que da origen al presente pronunciamiento, el extremo ejecutado 

expresa que por tratarse de un título complejo, donde se deben analizar en 

conjunto todos los documentos que lo integran, debió acompañarse acto 

administrativo de validación y certificación de la obligación pretendida expedido 

por el Ministerio de Educación Nacional, conforme a lo dispuesto en el artículo 148 

de la ley 1450 de 2011, cuestionando un aspecto de forma del título base de 

ejecución.  

                                         
6 Consejo de Estado, Sección Tercera Subsección “C”, sentencia del 14 de mayo de 2014, Expediente 33586, 
Consejero ponente: Enrique Gil Botero 
7 LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio, Procedimiento Civil. Parte General. Tomo I, Novena Edición, Editores Dupré, 
Bogotá, Colombia, pág. 930. 



 
 

 

 

Alega además que se configuraron las excepciones previas establecidas en los 

numerales 5º y 9º del artículo 100 del Código General del Proceso, referentes a la 

ineptitud de la demanda por falta del requisito de procedibilidad de la conciliación 

prejudicial y no comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios, por 

cuanto no se vinculó a la Nación – Ministerio de Educación Nacional, entidad 

encargada del pago de la obligación contenida en el título ejecutivo.  

 

Pues bien, estima esta agencia judicial que los planteamientos y argumentos a los 

que se aludió en precedencia son pertinentes para los efectos que las 

disposiciones aplicables expresan en punto al recurso de reposición en contra del 

mandamiento ejecutivo, pues cuestionan aspectos de forma del título y supuestos 

que constituyen excepciones previas de las que trata el artículo 100 del Código 

General del Proceso, y, en tal virtud, resulta procedente referirse a ellos.  

 

Con respecto al argumento de la insuficiencia del título por no acompañarse todos 

los documentos que lo componen, al tratarse de un título ejecutivo complejo, el 

Consejo de Estado8 ha indicado en su jurisprudencia:  

 

“Ahora bien, el titulo ejecutivo que habilita la ejecución forzada puede ser simple o complejo, 
según la forma en que se constituya. Es simple cuando la obligación consta en un solo 
documento del que se deriva la obligación clara, expresa y exigible. Y es complejo cuando la 
obligación consta en varios documentos que constituyen una unidad jurídica, en cuanto no 
pueden hacerse valer como título ejecutivo por separado.  
 

En materia de lo contencioso administrativo, el proceso ejecutivo sirva para pedir el cumplimiento 
forzado de las obligaciones a cargo de las entidades públicas que consten, por ejemplo, en los 
actos administrativos ejecutoriados o en las providencias judiciales.  
 

Por regla general, en los procesos ejecutivos que se promueven con fundamento en las 
providencias judiciales, el título ejecutivo es complejo y está conformado por la providencia y el 
acto que expide la administración para cumplirla. En este caso, el proceso ejecutivo se inicia 
porque la sentencia se acató de manera imperfecta. Por excepción, el título ejecutivo es 
simple y se integra únicamente por la sentencia, cuando, por ejemplo, la administración 
no ha proferido el acto para acatar la decisión del juez. En este último caso, la acción 
ejecutiva se promueve porque la sentencia del juez no fue cumplida”.  

 

Se tiene entonces que en el presente asunto, la administración no ha expedido 

acto administrativo de cumplimiento, por lo que, contrario a lo alegado por la 

recurrente, el título base de la ejecución es simple, integrado únicamente por las 

decisiones judiciales, de las que se deriva la obligación clara, expresa y exigible a 

cargo de la entidad pública demandada, como se dejó considerado en la 

providencia recurrida, y no requiere para su ejecución, que se acompañe de 

ningún acto administrativo.  

 

Ello en concordancia con el artículo 297 del CPACA que señala que las sentencias 

debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de 

sumas dinerarias constituyen título ejecutivo, sin condicionarlo a la expedición de 

                                         
8 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección “B”, sentencia del 17 de 
marzo de 2014, Radicación No. 11001-0325-000-2014-00147-00 (0545-14), Consejero ponente: Gerardo Arenas 
Monsalve. 



 
 

 

un acto administrativo que le dé cumplimiento, pues ello impediría que el 

interesado acuda al medio de control ejecutivo en caso de que la entidad 

respectiva se abstenga de realizarlo.  

 

Frente a la vinculación de otras entidades al proceso debe decirse que el 

cumplimiento de la obligación que se ejecuta está a cargo únicamente del 

municipio de Santiago de Cali, por ser la entidad condenada mediante las 

providencias judiciales que constituyen el título ejecutivo, al reconocimiento, 

liquidación y pago de la prima de servicios a la demandante, por lo que la Nación – 

Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

no es sujeto de la relación jurídico procesal en el presente caso, aspecto que en 

todo caso fue resuelto en el proceso declarativo y no es esta la oportunidad 

procesal para su discusión por tratarse de una sentencia ejecutoriada y en firme. 

Así pues, no es necesaria la vinculación de entidad distinta a la que se le impuso 

la obligación del pago de la referida prima de servicios.  

 

Finalmente, no se configura la excepción previa establecida en el numeral 5º del 

artículo 100 del Código General del Proceso, de ineptitud de la demanda por falta 

del requisito de procedibilidad de la conciliación prejudicial, por cuanto el artículo 

47 de la Ley 1551 de 2012 que consagra la obligación de agotar la conciliación 

prejudicial como “requisito de procedibilidad de los procesos ejecutivos que se 

promuevan contra los municipios”, fue declarado condicionalmente exequible por 

la Corte Constitucional a través de sentencia C-533 de 2013, bajo el entendido 

que dicho requisito no opera cuando se trate del cobro ejecutivo de acreencias 

laborales, como en el caso de marras, para lo cual se señaló en dicha providencia: 

 

“Declarar EXEQUIBLE los apartes acusados del artículo 47 de la Ley 1551 de 2012, ‘por la cual se 
dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios’, bajo el 
entendido de que el requisito de la conciliación prejudicial no puede ser exigido, cuando los 
trabajadores tengan acreencias laborales a su favor, susceptibles de ser reclamadas a los 
municipios mediante un proceso ejecutivo”. (Se resalta). 

 

De conformidad con lo analizado y en ausencia de otros argumentos de disenso 

que soporten el recurso objeto de estudio, estima esta agencia judicial que no le 

asiste razón a la recurrente, lo cual conduce a que esta oficina judicial no reponga 

el auto recurrido. 

 

Por otra parte, teniendo en cuenta que en el archivo 07 del expediente digital obra 

contestación oportuna de la demanda ejecutiva, en la cual se propuso 

excepciones de mérito, al tenor de lo dispuesto en el artículo 443 del CGP se 

dispondrá correr traslado de las mismas al ejecutante por el término de diez (10) 

días. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Sexto Administrativo Oral de Cali, 

 

RESUELVE: 

 

Primero. NO REPONER el auto interlocutorio No. 073 del 5 de febrero de 2021, 

por medio del cual se libró mandamiento de pago a favor de la ejecutante y a 



 
 

 

cargo del municipio de Santiago de Cali, por las razones indicadas en la parte 

considerativa de este proveído. 

 

Segundo. CORRER traslado de las excepciones propuestas por la ejecutada, por 

el término de diez (10) días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 443 del 

CGP.  

 

Tercero. RECONOCER personería judicial para representar a la parte demandada 

al abogado WILLIAM DANILLO GONZALEZ MONDRAGÓN, identificado con 

C.C. Nº 16.606.567 y T.P. Nº 44071 del C. S. de la J, en los términos del poder 

conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, veinte (20) de agosto de dos mil veintiuno (2021) 

 

Auto Interlocutorio No. 557 

 

Radicación:  76001-33-33-006-2021-00086-00 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral  

Demandante: Andrés Gómez Tello  

kevinromero02@hotmail.com  

andresgomez@palmira.gov.co  

andresitogomeztello@hotmail.com  

Demandado: Municipio de Palmira -Personería Municipal de Palmira 

   notificacionesjudiciales@palmira.gov.co 

   ventanillaunica@palmira.gov.co 

notificacionesjudiciales@personeria.gov.co 

   info@personeriapalmira.gov.co 

 

   

Pasa a Despacho el proceso de la referencia informando que por Auto 

Interlocutorio No. 426 del 29 de junio de 2021,1 notificado en estado electrónico del 

30 de junio de 2021, se inadmitió el presente medio de control señalando las 

siguientes falencias: 

 

“El artículo 162 del CPACA, en su numeral 6°, dispone: 
 

(...) 
 

6. La estimación razonada de la cuantía, cuando sea necesaria para determinar la competencia...” 
 

Ahora bien, en el escrito introductorio se observa que en su acápite de estimación razonada de la 
cuantía se señala el monto de100 SMLMV, sin explicar de dónde se estima dicho cálculo. 
 

2. Si bien son claras las pretensiones anulatorias señaladas en el libelo, no ocurre lo mismo con 
las relacionadas con el restablecimiento del derecho, pues no se señala de manera expresa qué 
se pide a título de tal restablecimiento. Se solicita reconocimiento de perjuicios morales (sin 
señalar si es la pretensión de restablecimiento) pero no se indica el monto deprecado.” 
 

La parte demandante presentó oportunamente escrito de subsanación el 13 de 

julio de 20212, indicando que: 

 

1. Lo pretendido a título de restablecimiento del derecho es que se levante el 

reporte enviado por la Personería Municipal y el Alcalde Municipal de Palmira 

a la Procuraduría General de la Nación, tal como se registra en el pagina de 

dicha entidad respecto de las sanciones disciplinarias tomadas en la 

Resolución No. 071 del 21 de julio de 2020 proferida por el señor Carlos 

                                                           
1 Archivo 03 del expediente digital 
2 Archivo 5 del expediente digital 
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Alberto Arias Contreras, Director Operativo para control Administrativo y 

vigilancia de la Conducta Oficial (E), correspondiente al fallo de primera 

instancia donde se le sanciona disciplinariamente por el termino de tres (3) 

meses y en la Resolución No. 300.01.00110.2020 de octubre de 2020 

proferido por el Personero Municipal Dr. William Andrey Espinosa Rojas, 

notificado el 23 de octubre de 2020 que modifica la decisión del artículo 2° del 

auto No. 071 del 21 de julio de 2020, considerando que la falta es leve culposa 

y en su lugar impone la sanción de amonestación escrita. 

2. En ese sentido, los perjuicios morales hacen parte de la pretensión de 

restablecimiento del derecho y se estima en la suma de 100 SMLMV que 

corresponde a $73.771.100.  

3. Anexa reporte de antecedentes disciplinarios de la Procuraduría General de la 

Nación. 

 

Así las cosas, se tiene que fue debidamente subsanada la demanda, y teniendo 

en cuenta que el Juzgado es competente para su conocimiento en razón al factor 

territorial3 y por la cuantía4, y al reunir la demanda los requisitos establecidos en 

los artículos 162, modificado y adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 

2021 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, se procederá a admitir la demanda. 

 

De otro lado, se debe indicar que no se evidencia correo enviado a la demandada 

del escrito de subsanación, por ello, se requerirá a la parte demandante para que 

cumpla con la carga impuesta en el numeral 8 del artículo 162 del CPACA, 

adicionado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021. 

 

Por las razones expuestas, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de 

Cali,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. ADMITIR el medio de control denominado Nulidad y Restablecimiento 

del Derecho instaurado por el señor Andrés Gómez Bello, en contra del Municipio 

de Palmira y la Personería Municipal de Palmira. 

 

SEGUNDO. NOTIFICAR por estado esta providencia a la parte actora, de 

conformidad con el numeral 1° del artículo 171 y el artículo 201 de la Ley 1437 de 

2011, este último modificado por el artículo 50 de la ley 2080 de 2021. 

 

TERCERO. NOTIFICAR personalmente esta providencia a: i) al Municipio de 

Palmira; ii) a la Personería Municipal de Palmira y iii) al Ministerio Público, de 

conformidad con lo dispuesto en los numerales 1, 2 y 3 del artículo 171 y los 

artículos 198 y 199 de la Ley 1437 de 2011, este último modificado por el 

artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

                                                           
3 Numeral 2° del artículo 156 del CPACA 
4 Numeral 3° del artículo 155 del CPACA 



  

CUARTO. Córrase traslado a las entidades demandadas y al Ministerio Público 

por el término de treinta (30) días (art. 172 de la Ley 1437 de 2011), término 

dentro del cual pueden contestar la demanda, proponer excepciones, aportar y 

solicitar pruebas, llamar en garantía, allanarse a la demanda y proponer demanda 

de reconvención. 

 

Se advierte que el término de traslado de la demanda solo se empezará a 

contabilizar a partir del día posterior a los dos (2) días hábiles siguientes al del 

envío del mensaje de datos de notificación personal. 

 

QUINTO. La parte accionada en el término para contestar la demanda DEBERÁ 

allegar el expediente administrativo de forma digital que contenga los 

antecedentes administrativos de la actuación objeto del proceso y que tengan en 

su poder. La inobservancia de este deber constituye falta disciplinaria gravísima 

del funcionario encargado (art. 175 parágrafo 1º de la Ley 1437 de 2011). 

 

SEXTO. Se advierte que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3° del 

Decreto 806 de 2020 y artículo 186 del CPACA modificado por el artículo 46 de la 

Ley 2080 de 2021, es deber de los sujetos procesales realizar sus actuaciones a 

través de medios tecnológicos. 

 

SÉPTIMO. REQUERIR a la parte demandante para que cumpla con la carga 

impuesta en el numeral 8 del artículo 162 del CPACA, adicionado por el artículo 35 

de la Ley 2080 de 2021, consistente en allegar constancia a esta instancia judicial 

del envío del escrito de subsanación a las entidades demandadas. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

Firmado electrónicamente 

JULIÁN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

Juez 

 
Dpr 

 

 

Firmado Por: 

 

Julian Andres Velasco Alban 

Juez 

Oral 006 

Juzgado Administrativo 

Valle Del Cauca - Cali 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo 

dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: a440c1c25d600e8f91630279fc2835c3d3155c0138fae2c688f433b4326b674f 

Documento generado en 20/08/2021 01:32:45 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, veinte (20) de agosto de dos mil veintiuno (2021)  

 

                                                                                 Auto Interlocutorio N° 558 

 
Proceso:   76001 33 33 006 2020 00098 00 
Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho Laboral 
Demandante:   José Ángel Osorio Pimentel 

abogada1lopezquinteroarmenia@gmail.com 
 

Demandado: Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio - 
FOMAG 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
notjudicial@fiduprevisora.com.co; 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co; 
fomag@fiduprevisora.com.co 

 
 
Una vez corrido el traslado de las excepciones planteadas por la entidad 

demandada, se observa que entre ellas se formuló la de “no comprender la 

demanda a todos los litisconsortes necesarios”, la cual tiene el carácter de previa 

conforme a lo señalado en el numeral 9 del artículo 100 del CGP, siendo por tanto 

menester acudir a lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, que al 

tenor reza:  

 

“ARTÍCULO 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
será del siguiente tenor:  
 

PARÁGRAFO 2º. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma prevista en 
el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá 
pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados 
en ellas. En relación con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas.  
 

Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se 
refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las 
decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí 
mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión.  
 

Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se 
declarará la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad.  
 

Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia 
anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero del artículo 182ª” 

 

mailto:abogada1lopezquinteroarmenia@gmail.com
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
mailto:fomag@fiduprevisora.com.co
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Conforme a lo anterior, las excepciones previas se formularán y decidirán según lo 

regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso, siendo 

del caso proceder a emitir decisión frente a la planteada por la entidad accionada.  

 

En cuanto a la oportunidad y trámite de las excepciones previas, el art. 101 del 

CGP, dispone:  

 

“Las excepciones previas se tramitarán y decidirán de la siguiente manera:  
 

1. Del escrito que las contenga se correrá traslado al demandante por el término de tres (3) días 
conforme al artículo 110, para que se pronuncie sobre ellas y, si fuere el caso, subsane los 
defectos anotados.  
 

2. El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes 
de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida continuar el trámite del proceso y que no 
pueda ser subsanada o no lo haya sido oportunamente, declarará terminada la actuación y 
ordenará devolver la demanda al demandante.  
 

Cuando se requiera la práctica de pruebas, el juez citará a la audiencia inicial y en ella las 
practicará y resolverá las excepciones.  
 

Si prospera la de falta de jurisdicción o competencia, se ordenará remitir el expediente al juez 
que corresponda y lo actuado conservará su validez.  
 

Si prospera la de compromiso o cláusula compromisoria, se decretará la terminación del proceso 
y se devolverá al demandante la demanda con sus anexos.  
 

Si prospera la de trámite inadecuado, el juez ordenará darle el trámite que legalmente le 
corresponda.  
 

Cuando prospere alguna de las excepciones previstas en los numerales 9, 10 y 11 del artículo 
100, el juez ordenará la respectiva citación.  
 

3. Si se hubiere corregido, aclarado o reformado la demanda, solo se tramitarán una vez vencido 
el traslado. Si con aquella se subsanan los defectos alegados en las excepciones, así se 
declarará. Dentro del traslado de la reforma el demandado podrá proponer nuevas excepciones 
previas siempre que se originen en dicha reforma. Estas y las anteriores que no hubieren 
quedado subsanadas se tramitarán conjuntamente una vez vencido dicho traslado.  
 

4. Cuando como consecuencia de prosperar una excepción sea devuelta la demanda inicial o la 
de reconvención, el proceso continuará respecto de la otra.”  

 

Una vez relacionado lo anterior, huelga poner de presente que de las excepciones 

formuladas por la Nación – Ministerio de Educación – Fomag, entre ellas la de no 

comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios, se corrió el traslado 

correspondiente por el término de tres días, sin que la parte actora se pronunciara.  

 

Respecto de la mencionada excepción, se advierte que la entidad demandada no 

está conforme con la integración del contradictorio, pues considera que debe 

vincularse al ente territorial (Municipio de Santiago de Cali), como litisconsorte 

necesario, en virtud de la resolución allegada con la demanda, pues considera que 

se observa que dicho ente demoró la expedición del acto administrativo que 

reconoce las cesantías, lo que demoró el turno de radicación y disponibilidad 

presupuestal, por lo que es la entidad territorial quien debe responder en la 

presente causa, más si se tiene en cuenta lo señalado en el artículo 57 de la ley 

1955 de 2019. 

 

Al respecto, frente al litisconsorcio necesario el art. 61 del C.G.P. establece:  
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“Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su 
naturaleza o por disposición legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible 
decidir de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o 
que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o dirigirse contra 
todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará notificar y dar 
traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término de 
comparecencia dispuestos para el demandado. (…)”.  

 

Con respecto al litisconsorcio necesario, el máximo Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo ha señalado1:  

 

“Existe litisconsorcio necesario cuando hay pluralidad de sujetos en calidad demandante 
(litisconsorcio por activa) o demandado (litisconsorcio por pasiva) que están vinculados por una 
única “relación jurídico sustancial” (art. 51 C. de P. Civil); en este caso y por expreso mandato de 
la ley, es indispensable la presencia dentro del litigio de todos y cada uno de ellos, para que el 
proceso pueda desarrollarse, pues cualquier decisión que se tome dentro de éste es uniforme y 
puede perjudicar o beneficiarlos a todos”  

 

Según la doctrina, esta excepción tiene lugar cuando la demanda se refiere a 

situaciones jurídicas sustanciales sobre las cuales no es posible hacer un 

pronunciamiento de fondo fragmentariamente o solo respecto de algunos de los 

sujetos que hacen parte del negocio jurídico, porque la sentencia que deba 

dictarse los afecta a todos.  

 

En tal sentido, cuando la cuestión litigiosa haya de resolverse de manera uniforme 

para todos los litisconsortes, la demanda deberá presentarse por todos y 

encausarse contra todos. Si esto no sucede, el demandado puede plantear la 

excepción previa, debiendo el juez ordenar al demandante que subsane la 

demanda, lo que significa, que debe incluir a los litisconsortes necesarios que no 

fueron vinculados en el libelo introductorio del proceso2.  

 

Ahora bien, en el caso concreto considera el Despacho que no se estructura la 

figura del litisconsorcio necesario, ya que el proceso sub-lite no versa sobre 

relaciones o actos jurídicos que deban resolverse de manera uniforme y además 

resulta posible decidir la controversia de fondo sin la comparecencia de la entidad 

señalada por la parte excepcionante. 

 

Además, se destaca que el demandante está en libertad de incoar la acción contra 

la entidad que considere responsable de los hechos demandados, y conforme a 

ello estimó que la entidad vinculada en calidad de demandada en el presente 

asunto es la legitimada para responder por el restablecimiento del derecho 

deprecado, al tenor de lo señalado en el artículo 138 del CPACA, debiendo en 

todo caso asumir las consecuencias de tal elección, lo que en todo caso debe 

dilucidarse en la sentencia al abordar el estudio de la legitimación en la causa por 

pasiva material.  

 

Sumado a lo expuesto, es menester precisar que en los asuntos donde la 

controversia gira en torno al reconocimiento y pago de la sanción moratoria 

                     
1 CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. Radicación: 66001-23-31-000-2009-00073-01 (38341), 
Consejera ponente: RUTH STELLA CORREA PALACIO, diecinueve (19) de julio de dos mil diez (2010) 
2 TORRADO CANOSA, Fernando. Las Excepciones Previas en el Código General del Proceso, Ediciones 
Doctrina y Ley, Quinta Edición. 2018. Página 239 
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prevista en la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, la 

jurisprudencia ha concluido que la entidad legitimada materialmente en la causa 

es el FOMAG, en razón a las funciones que le han sido asignadas para el 

reconocimiento y pago de las prestaciones sociales del personal docente. 

 

Al respecto, el Consejo de Estado indicó lo siguiente3:  

 

“¿Cuál es la entidad encargada del reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el pago 
tardío de las cesantías, en el caso de los docentes?  
 

La Subsección sostendrá la siguiente tesis: La entidad encargada del reconocimiento y pago de 
la sanción moratoria por el pago tardío de las cesantías en el caso de los docentes es el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, como pasa a explicarse:  
 

- Mediante la Ley 91 de 1989, se creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 
estadística, que si bien es cierto no tiene personería jurídica, está representada por el Ministerio 
de Educación Nacional, cuya finalidad entre otras, es el pago de las prestaciones sociales de los 
docentes.  
 

- Por su parte, el Decreto 3752 de 2003 regló el proceso de afiliación de los docentes al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y señaló en su artículo 4.º los requisitos de 
afiliación del personal docente de las entidades territoriales, y en su artículo 5.º el trámite de 
afiliación, artículos de los cuales se desprende que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 
del Magisterio reconocerá y pagará las cesantías.  
 

- A su vez, el artículo 56 de la Ley 962 de 2005 señala que las prestaciones sociales de los 
docentes oficiales serían reconocidas y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones del 
Magisterio, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el 
Fondo, el cual en todo caso debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la 
entidad territorial certificada correspondiente a la que se encuentre vinculado el docente, 
sin despojar al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio de la competencia 
para reconocer y pagar las prestaciones sociales de los docentes oficiales.  
 

En conclusión: el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio es el ente 
encargado del reconocimiento y pago de las cesantías de los docentes afiliados al mismo, 
por lo tanto, de la sanción moratoria que se cause por la no consignación oportuna de las 

cesantías” (Resaltado del Despacho).  
 

Bajo este entendido, y teniendo en cuenta que en el presente asunto se debate la 

sanción moratoria por el retardo en el pago de la cesantía parcial reconocida al 

accionante, el Despacho concluye que no es necesario citar a la entidad territorial 

a la cual se encontraba adscrita el docente, pues si bien, en el proceso de 

reconocimiento y pago de las prestaciones de los docentes oficiales, participan 

tanto la entidad territorial como la fiduciaria que lo administra, éstos intervienen 

como intermediarios.  

 

Por consiguiente, forzoso es deducir que el FOMAG, a través de la Secretaría de 

Educación respectiva, es el competente para el reconocimiento y pago de las 

prestaciones sociales del sector docente, y, por tanto, para expedir el acto 

administrativo correspondiente, así como de la sanción moratoria que se cause 

por la no consignación oportuna de las cesantías. 

 

                     
3 3 Consejo de Estado, Sentencia del 17 de noviembre de 2016, expediente 1520-2014, Consejero Ponente 
William Hernández Gómez 
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Por otro lado, sostiene la accionada que la comparecencia del ente territorial 

encuentra sustento en el artículo 57 de la Ley 1955 de 2019, que en su parágrafo 

señala: 

 

“la entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las cesantías 
en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 
incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de 
cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías” 

 

Según lo transcrito, en materia de sanción por mora, los entes territoriales asumen 

responsabilidad cuando aquella se genere por el incumplimiento de los plazos 

normativos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de las cesantías. 

No obstante, es imprescindible considerar que por regla general las leyes rigen a 

partir de su promulgación, sumado a que la mencionada ley no dispuso 

expresamente efecto retroactivo, por lo cual se concluye que dicha disposición 

entró a regir el 25 de mayo de 20194. 

 

En ese orden de ideas, como quiera que en la demanda se reclama el pago de 

una sanción moratoria generada o causada desde el 15 de septiembre de 2018, 

fecha anterior a la entrada en vigencia de la Ley 1955 de 2019, la referida 

disposición no sería aplicable para el presente caso, lo que desvirtúa uno de los 

fundamentos de la excepción previa formulada. 

 

En virtud de lo expuesto, este Despacho negará la excepción previa formulada, 

poniendo de presente que no advierte configurada ninguna otra que deba 

declararse oficiosamente.  

 

Por las razones expuestas, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de 

Cali, 

 

RESUELVE:    

 

PRIMERO. DECLARAR NO PROBADA la excepción previa de “no comprender la 

demanda a todos los litisconsortes necesarios”, formulada por la entidad 

demandada por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO. Ejecutoriada la presente decisión, continúese con el trámite procesal 

pertinente. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

    JULIAN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

Juez 
 

Aol 

 

                     
4 Diario Oficial No. 50.964 de 25 de mayo 2019 
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JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DE CIRCUITO DE CALI 

 

Santiago de Cali, veinte (20) de agosto de dos mil veintiuno (2021)  

 

                                                                                 Auto Interlocutorio N° 559 

 
Proceso:   76001 33 33 006 2018 00307 00 
Medio de Control:  Reparación Directa 
Demandante:   Luisa María Rosero Trochez y otros 

fpe226@hotmail.com 
luisalfonsolamos18@hotmail.com 
 

Demandado: Hospital Benjamín Barney Gasca E.S.E 
siau@hospitalfloridavalle.gov.co 
juridica@hospitalfloridavalle.gov.co 

 
Llamados en garantía: Aseguradora Solidaria de Colombia 

gherrera@gha.com.co 
notificaciones@gha.com.co 
 
Rubén Zarante Nieves 
haroldantonioerazodiaz@hotmail.com 
 
Diego Alejandro Espinal Valencia 
sepsa_abogados@yahoo.es 
jessicaloz6@hotmail.com 
 
James Giovanni Piedrahita Carvajal 
conava@conava.net 
 
Luis Fernando Montealegre Chaux 
horamosp@hotmail.com 
 
Cía. Aseguradora de Fianzas S.A. Confianza 
lpedraza@asistenciagerencial.com 
pmarquez@asistenciagerencial.com 
djudicial@agasesores.com 

 
Mapfre Seguros Generales de Colombia S.A. 

  notificaciones@londonouribeabogados.com 
 
 
Una vez corrido el traslado de las excepciones planteadas por la demandada y los 

llamados en garantía, se observa que entre ellas el llamado en garantía Luis 

Fernando Montealegre Chaux formuló la de “inepta demanda”, la cual tiene el 

carácter de previa conforme a lo señalado en el numeral 5 del artículo 100 del 

CGP, siendo por tanto menester acudir a lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 

2080 de 2021, que al tenor reza: 

mailto:fpe226@hotmail.com
mailto:fpe226@hotmail.com
mailto:luisalfonsolamos18@hotmail.com
mailto:siau@hospitalfloridavalle.gov.co
mailto:juridica@hospitalfloridavalle.gov.co
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mailto:notificaciones@gha.com.co
mailto:haroldantonioerazodiaz@hotmail.com
mailto:sepsa_abogados@yahoo.es
mailto:jessicaloz6@hotmail.com
mailto:conava@conava.net
mailto:horamosp@hotmail.com
mailto:lpedraza@asistenciagerencial.com
mailto:pmarquez@asistenciagerencial.com
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“ARTÍCULO 38. Modifíquese el parágrafo 2 del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, el cual 
será del siguiente tenor:  
 

PARÁGRAFO 2º. De las excepciones presentadas se correrá traslado en la forma prevista en 
el artículo 201A por el término de tres (3) días. En este término, la parte demandante podrá 
pronunciarse sobre las excepciones previas y, si fuere el caso, subsanar los defectos anotados 
en ellas. En relación con las demás excepciones podrá también solicitar pruebas.  
 

Las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 
y 102 del Código General del Proceso. Cuando se requiera la práctica de pruebas a que se 
refiere el inciso segundo del artículo 101 del citado código, el juez o magistrado ponente las 
decretará en el auto que cita a la audiencia inicial, y en el curso de esta las practicará. Allí 
mismo, resolverá las excepciones previas que requirieron pruebas y estén pendientes de 
decisión.  
 

Antes de la audiencia inicial, en la misma oportunidad para decidir las excepciones previas, se 
declarará la terminación del proceso cuando se advierta el incumplimiento de requisitos de 
procedibilidad.  
 

Las excepciones de cosa juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de 
legitimación en la causa y prescripción extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia 
anticipada, en los términos previstos en el numeral tercero del artículo 182ª” 

 

Conforme a lo anterior, las excepciones previas se formularán y decidirán según lo 

regulado en los artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso, siendo 

del caso proceder a emitir decisión frente a la planteada por el referido llamado en 

garantía. 

 

En cuanto a la oportunidad y trámite de las excepciones previas, el art. 101 

ibídem, dispone:  

 

“Las excepciones previas se tramitarán y decidirán de la siguiente manera:  
 

1. Del escrito que las contenga se correrá traslado al demandante por el término de tres (3) días 
conforme al artículo 110, para que se pronuncie sobre ellas y, si fuere el caso, subsane los 
defectos anotados.  
 

2. El juez decidirá sobre las excepciones previas que no requieran la práctica de pruebas, antes 
de la audiencia inicial, y si prospera alguna que impida continuar el trámite del proceso y que no 
pueda ser subsanada o no lo haya sido oportunamente, declarará terminada la actuación y 
ordenará devolver la demanda al demandante.  
 

Cuando se requiera la práctica de pruebas, el juez citará a la audiencia inicial y en ella las 
practicará y resolverá las excepciones.  
 

Si prospera la de falta de jurisdicción o competencia, se ordenará remitir el expediente al juez 
que corresponda y lo actuado conservará su validez.  
 

Si prospera la de compromiso o cláusula compromisoria, se decretará la terminación del proceso 
y se devolverá al demandante la demanda con sus anexos.  
 

Si prospera la de trámite inadecuado, el juez ordenará darle el trámite que legalmente le 
corresponda.  
 

Cuando prospere alguna de las excepciones previstas en los numerales 9, 10 y 11 del artículo 
100, el juez ordenará la respectiva citación.  
 

3. Si se hubiere corregido, aclarado o reformado la demanda, solo se tramitarán una vez vencido 
el traslado. Si con aquella se subsanan los defectos alegados en las excepciones, así se 
declarará. Dentro del traslado de la reforma el demandado podrá proponer nuevas excepciones 
previas siempre que se originen en dicha reforma. Estas y las anteriores que no hubieren 
quedado subsanadas se tramitarán conjuntamente una vez vencido dicho traslado.  
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4. Cuando como consecuencia de prosperar una excepción sea devuelta la demanda inicial o la 
de reconvención, el proceso continuará respecto de la otra.”  

 

Una vez relacionado lo anterior, huelga poner de presente que de las excepciones 

formuladas por la demandada y los llamados en garantía, entre ellas la de inepta 

demanda planteada por Luis Fernando Montealegre Chaux, se corrió el traslado 

correspondiente por el término de tres días, sin que las partes se pronunciaran. 

 

Respecto de la mencionada excepción, se advierte que el mencionado llamado en 

garantía no está conforme con el llamamiento en atención a lo siguiente: 

 

Señala que el llamamiento en garantía que le fue hecho busca que, en una 

eventual condena, se repita contra el señor Montealegre Chaux, quien prestó sus 

servicios médicos para la época de los hechos, y quien en su momento atendió al 

paciente que funge hoy como demandante, con base en lo cual sostiene que el 

llamamiento no cumple con los requisitos establecidos en los artículos 64 y 65 

(sic), en atención a lo establecido en el artículo 19 de la Ley 678 de 2001 que 

considera norma especial. 

 

Arguye que no basta la simple acreditación del vínculo legal o contractual previsto 

para estos casos sino que a juicio del excepcionante se hace necesario la 

prueba sumaria del dolo o la culpa grave con que hubiera actuado el 

funcionario o exfuncionario. 

 

Agrega que frente al presente llamamiento en garantía (con fines de repetición) 

existe norma especial en la cual se establece como requisito del llamado la 

acreditación de prueba sumaria de la responsabilidad del agente o ex agente 

estatal, de haber actuado con dolo o culpa grave. 

 

Finalmente señala que obra en el expediente la manifestación por parte del 

llamante en garantía de la ocurrencia del hecho dañoso por fuerza mayor o caso 

fortuito a manera de excepciones, lo que se contrapone con lo establecido en el 

parágrafo del artículo 19 de la ley 678 de 2001.   

 

- Del llamamiento en garantía: 

 

Sea lo primero señalarse que el CPACA prevé sobre el llamamiento en garantía 

entre otras reglas, lo siguiente: 

 

- El artículo 225 del CPACA establece:  

 

“(…) quien afirme tener derecho legal o contractual de exigir a un tercero la reparación integral 
del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer 
como resultado de la sentencia, podrá pedir la citación de aquel, para que en el mismo proceso 
se resuelva sobre tal relación. 
 

El llamado en tal término que disponga para responder el llamamiento que será de 15 días, 
podrá a su vez pedir la citación de un tercero en la misma forma que el demandante o 
demandado. 
 

El escrito de llamamiento deberá contener los siguientes requisitos: 
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1. El nombre del llamado y el de su representante si aquel no puede comparecer por si al 
proceso. 
2. La indicación del domicilio del llamado, o en su defecto, de su residencia, y la de su habitación 
u oficina y los de su representante, según fuere el caso, o la manifestación de que se ignora, lo 
último bajo juramento, que se entiende prestado por la sola prestación del escrito. 
3. Los hechos en que se basa el llamamiento y los fundamentos de derecho que se invoquen 
4. La dirección de la oficina o habitación donde quien hace el llamamiento y su apoderado 
recibirán notificaciones personales 
 

El llamamiento en garantía con fines de repetición se regirá por las normas de la ley 678 de 2001 
o por aquellas que la reformen o adicionen” 

 

- El artículo 227 del CPACA preceptúa:  

 

“Trámite y alcances de la intervención de terceros. En lo no regulado en este Código sobre la 
intervención de terceros se aplicarán las normas del Código General del Proceso. (Modificado 
por el Art. 85 de la Ley 2080 de 2021) 

Por su parte, el Código General del Proceso señala sobre este punto lo siguiente: 

 

- Artículo 64: 

 

“(…) quien afirme tener derecho legal o contractual a exigir de otro la indemnización del perjuicio 
que llegare a sufrir o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado 
de la sentencia”… “podrá pedir, en la demanda o dentro del término para contestarla, que en el 
mismo proceso se resuelva sobre tal relación” 

 

- Artículo 65: 

 

“(…) la demanda por medio de la cual se llame en garantía deberá cumplir con los mismos 
requisitos exigidos en el artículo 82 y demás normas aplicables (…) el convocado podrá a su vez 
llamar en garantía” 

 

Por su parte la ley 678 de 2001 establece sobre la materia lo siguiente: 

 

“Articulo 2. Acción de repetición. La acción de repetición en es una acción civil de carácter 
patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que como 
consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento 
indemnizatorio por parte del estado, proveniente de una condena, conciliación u otra 
forma de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular 
que investido de una función pública haya ocasionado en forma dolosa o gravemente 
culposa la reparación patrimonial. No obstante, en los términos de esta ley, el servidor o 
ex servidor público o el particular investido de funciones públicas podrán ser llamados en 
garantía dentro del proceso de responsabilidad contra la entidad pública, con los mismos 
fines de la acción de repetición.   
 

Parágrafo 1º para efectos de repetición, el contratista, el interventor, el consultor y el asesor se 
consideran particulares que cumplen funciones públicas en todo lo concerniente a la celebración, 
ejecución y liquidación de los contratos que celebren con las entidades estatales, por lo tanto 
estarán sujetos a lo contemplado en esta ley” 

 

“Artículo 19. Llamamiento en garantía. Dentro de los procesos de responsabilidad en contra del 
Estado relativos a controversias contractuales, reparación directa y nulidad y restablecimiento del 
derecho, la entidad pública directamente perjudicada o el Ministerio Público, podrán solicitar el 
llamamiento en garantía del agente frente al que aparezca prueba sumaria de su responsabilidad 
al haber actuado con dolo o culpa grave, para que en el mismo proceso se decida la 
responsabilidad de la administración y la del funcionario.  
 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=156590#85
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Parágrafo. La entidad pública no podrá llamar en garantía al agente si dentro de la 
contestación de la demanda propuso excepciones de culpa exclusiva de la víctima, hecho 
de un tercero, caso fortuito o fuerza mayor”. 

 

Importante destacar entonces, hasta aquí lo visto, que de conformidad con el 

artículo 225 de la Ley 1437 de 2011 ya citado, son dos los tipos de llamamientos 

en garantías que pueden formularse dentro de un proceso ordinario que se trámite 

ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo: i) llamamiento en garantía 

que nace del derecho legal o relación contractual a exigir de un tercero el 

rembolso o perjuicios que se llegare a sufrir como resultado de una sentencia, y ii) 

el llamamiento en garantía con fines de repetición.  

 

Así pues, los requisitos y trámite del primero se encuentran previstos en el 

señalado artículo 225 de la Ley 1437 de 2011, mientras que para efectos del 

llamamiento en garantía con fines de repetición, se remite expresamente a la Ley 

678 de 2001 y las normas que la reformen o a la adicionen. 

 

Conforme a lo anterior, en el caso concreto, resulta de importante connotación 

traer a colación qué pretendió y aun pretende el llamante en garantía, en este 

caso el Hospital Benjamín Barney Gasca E.S.E. cuando tuvo a bien llamar en 

garantía al médico Luis Fernando Montealegre Chaux, ello ilustrará mejor la 

intención o el querer del llamante con dicho llamado. En su libelo manifestó:1 

 

“PRIMERO: El hospital Benjamín Barney Gasca E.S.E. fue vinculado en el proceso de la 
referencia con el fin de que se declare administrativamente y extracontractualmente responsable 
por los perjuicios morales y daños a la vida de relación causados al señor JHONTATHAN 
ANDRES CERON PERDOMO, debido a la supuesta falla en la prestación del servicio médico 
hospitalario…. 
 
SEGUNDO: El hospital Benjamín Barney Gasca de Florida – Valle, como contratante de los 
servicios profesionales del Dr. LUIS FERNANDO MONTEALEGRE CHAUX, médico que atendió 
en el servicio de urgencias y tuvo pleno conocimiento del estado de salud del paciente 
JHONATHAN ANDRES CERON PERDOMO, para la fecha de los hechos, en atención a la 
demanda y por los motivos ya referenciados la E.S.E. debe solicitar el presente llamado en 
garantía para que el mismo sea vinculado al proceso de la referencia. 
 
TERCERO: Que mediante Resolución de nombramiento en provisionalidad Nº 20-29-300-2016 y 
acta de posesión 20-01-28-301-2016 el Dr. LUIS FERNANDO MONTEALEGRE CHAUX, se 
encontraba vinculado al Hospital Benjamín Barney Gasca de Florida – Valle, prestando sus 
servicios profesionales como médico en el servicio de urgencias de la E.S.E. y que de 
igual manera prestó la atención al paciente JHONATHAN ANDRES CERON PERDOMO. 
 
CUARTO: Como quiera que la responsabilidad que pretende endilgarse a mi representada 
Hospital Benjamín Barney Gasca E.S.E., y por consiguiente el Dr. LUIS FERNANDO 
MONTEALEGRE CHAUX, tenía un nombramiento en provisionalidad para la fecha de los hechos 
y fue el quien atendió al paciente y tuvo conocimiento propio de la atención brindada, y en virtud 
de su obligación indemnizatoria provocada por la realización del riesgo, estaría llamado a 
responder con las acciones u omisiones de su actuar profesional como médico, por los 
perjuicios e indemnizaciones si los hubiere y a los que eventualmente sea condenado el 
Hospital Benjamín Barney Gasca E.S.E.” (Negrilla fuera de texto). 

 

Confrontado entonces el referido llamamiento en garantía realizado por la entidad 

demandada respecto de uno de los galenos que atendió al accionante para la 

época de los hechos que se narran en el libelo de la demanda y que hoy es objeto 

                     
1 Archivo “08 Documentos Allegados por la parte demandada.pdf”, folios 18 a 21 del expediente digital. 
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de controversia, considera este operador judicial que el fin último de éste no es el 

de llamarlo con fines de repetición, sino, tal como se dijera en líneas anteriores, el 

aludido llamamiento es de aquel, tal como precisamente lo describe y 

contextualiza el llamante en su escrito, el de acudir al llamamiento en garantía que 

precisamente nace del derecho legal o contractual a exigir de un tercero el 

rembolso o perjuicios que se llegare a sufrir como resultado de una sentencia, 

basta con leer el escrito que para tal efecto presentó la entidad llamante y que en 

párrafo anterior fue literalmente transcrito para entender que la relación contractual 

entre llamante y llamado origina y da paso a la intención del primero de vincularlo 

al presente asunto.   

 

Ahora, como el llamamiento en garantía aquí objeto de escrutinio a juicio de este 

Juzgador no sigue la suerte de aquellos con fines de repetición, no resulta dable 

exigir de éste que contenga además de los requisitos formales previstos en el 

artículo 225 de la Ley 1437 de 2011, aquellos presupuestos de procedencia 

previstos en la normatividad especial contenidos en la “ley 678 de 2001 o por 

aquellas que la reformen o adicionen” 

 

En conclusión, en virtud de lo expuesto, este Despacho negará la excepción 

previa formulada, poniendo de presente que no advierte configurada ninguna otra 

que deba declararse oficiosamente.  

 

Por las razones expuestas, el Juzgado Sexto Administrativo Oral del Circuito de 

Cali, 

 

RESUELVE:    

 

PRIMERO. DECLARAR NO PROBADA la excepción previa de “inepta demanda”, 

formulada por el llamado en garantía Luis Fernando Montealegre Chaux, por las 

razones expuestas. 

 

SEGUNDO. Ejecutoriada la presente decisión, continúese con el trámite procesal 

pertinente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

(Firmado electrónicamente) 

    JULIAN ANDRÉS VELASCO ALBÁN 

Juez 
 

Aol 

 

 

Firmado Por: 

 

Julian Andres Velasco Alban 

Juez 

Oral 006 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4164#0
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